




•• 

A los funcionarios del Banco Latino que aprobaron fraudulentamente los 
créditos solicitados por las personas naturales referidas 

10. Pilar del Carmen Arana Benavente - Sectorista que califica los créditos. 
11.Julio Pflucker Arenaza- Gerente General 
12. Alfredo Raffo Castillo - Gerente General Adjunto 

En consecuencia, solicitamos se sirva realizar la investigación pertinente y 
formalizar a la brevedad posible la correspondiente denuncia ante el Poder 
Judicial. 

2. FUNDAMENTOS DE HECHO 

OTORGAMIENTO DE CRÉDITOS 

1. Durante el periodo comprendido entre los meses de Agosto a Noviembre de 
1998, el Banco Latino atravesó por severos problemas de liquidez tanto en 
Moneda Nacional como extranjera viéndose obligado a recurrir a préstamos 
interbancarios, Depósitos Especiales del Banco de la Nación y Redescuentas 
del Banco Central de Reserva, a fin de cubrir la brecha de liquidez derivada 
por el Encaje exigible no cubierto con recursos propios, apreciándose una 
evolución totalmente desfavorable en su situación que dio lugar a que la 
Superintendencia con fecha 07 /12/98 someta al Banco al Régimen de 
Vigilancia previsto en el artículo 95º de La Ley General del Sistema 
Financiero y del Sistema de Seguros y Orgánica de la Superintendencia de 
Banca y Seguros (Ley Nº 26702) 

2. Así, para corroborar la solidez económica financiera de la entidad, así como 
el cumplimiento de las disposiciones legales, reglamentos y normas 
vigentes para las operaciones- bancarias, se procedió a analizar las Carteras 
de Créditos y demás Activos con saldos al 31 de octubre de 1998, 
verificando la Superintendencia que la firma Inversiones Latinas S.A había 
accedido en distintas oportunidades a líneas de crédito por encima del 
límite legal (10 % del patrimonio efectivo), sin que se cuente con garantías 
suficientes por el exceso de crédito otorgado. 

3. En efecto, de la verificación de los expedientes crediticios de la empresa 
Inversiones Latinas, con saldos al 30 de noviembre de 1998, la Visita de 
Inspección Nº ASIF "A" -017-VI/99 concluyó que los préstamos otorgados a 
dicha empresa ascendentes a S./ 33 717 000 de nuevos soles, excedían el 
límite crediticio del 10% calculado sobre el patrimonio efectivo del Banco que 
a dicha fecha era de S./ 19 489 000 nuevos soles. Así, existiría un exceso 
sobre el límite legal ascendente a S./ 14 228 000 nuevos soles sobre el cual 
se debieron constituir las garantías específicas que la Ley 26702 en su 
artículo 208 requiere para los créditos que excedan el 10 % del patrimonio 
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efectivo del banco hasta un límite del 20 % el mismo. Dicho de otra manera, 
el total de S./ 33 717 000 millones de nuevos soles otorgado a la empresa 
vinculada Inversiones Latinas, al representar el 17.3% del patrimonio efectivo 
del banco, requería no las garantías del artículo 207 de la Ley 26702 sino las 
garantías más sólidas ( en virtud al monto del crédito) establecidas en el 
artículo 208 de la Ley 26702- prenda sobre: valor~s mobiliarios que sirven de 
base para la determinación del índice selectivo de la Bolsa de Valores de 
Lima, acciones o bonos de gran liquidez, o sobre instrumentos 
representativos de deuda no subordinada , entre otras garantías de 
automática realización. 

4. No obstante, el exceso sobre el limite legal fue indebidamente garantizado 
por 5 736 986 acciones de Latino Leasing SA ( empresa cuyos valores no 
sirven de base para la determinación del índice selectivo de la Bolsa de 
Valores de Lima), siendo el valor de mercado de las mismas, a septiembre de 
1998, la suma de S./ 1.39 por acción. De este modo, la "garantía" constituida 
sobre el fabuloso préstamo otorgado a Inversiones Latinas fue de S./ 7 974 
000 millones de soles, existiendo un saldo al descubierto de S./ 6 254 000 
(S./ 14 228 000 - S./ 7 974 000). 

S. Lo antes mencionado confirma que se otorgó a una empresa vinculada a los 
directores del Banco Latino, un crédito por encima de los límites legales, sin 
que el exceso sea cubierto por el tipo de garantía específico preestablecido en 
la ley por lo que el crédito debió considerarse como no garantizado. Así se 
habría configurado el delito de concentración crediticia tipificado en el artículo 
244° del código penal, debiendo señalarse que según la resolución SBS 001-
98 se entiende por vinculación : "la relación entre dos o más personas 
naturales y/o jurídicas que genera un comportamiento concertado o cuando 
alguna de ellas ejerce influencia en las decisiones operativas y/o financieras 
de la otra. Se presume que existe vinculación cuando se presenten relaciones 
de parentesco, de propiedad o de gestión, de acuerdo a lo señalado en el 
presente Reglamento, salvo prueba en contrario". En tal sentido, al tener los 
miembros del Directorio del Banco Latino, Jorge Picasso Salinas 
conjuntamente con Félix Navarro Grau y Ricardo Malachowski Benavides, en 
un inicio el total del accionariado de Inversiones Latinas SA y posteriormente 
la calidad de miembros del directorio de la misma empresa; la vinculación por 
razones de propiedad y gestión se encontraría plenamente acreditada, 
cumpliéndose de esta forma con un elemento configurativo indispensable del 
tipo penal denunciado (vinculación). 

6. Del Informe de Visita de I nspección Nº ASIF "A"-012-VIE/98 de fecha 27 de 
enero de 1998, resultante de la inspección rea lizada en el banco por la SBS 
entre el 10-12-97 y el 09-01-98 fluye textualmente lo siguiente: "El banco 
deberá incluir dentro del Grupo Picasso a las empresas Gracia María 
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SA e Inversiones Latinas SA, en aplicación de los criterios de 
vinculación dispuestos en las normas especiales sobre vinculación y 
grupo económico aprobados mediante Resolución SBS Nº 001-98 de 
fecha 02 de enero del año en curso; caso contrario deberá 
fundamentar a este organismo de control, la omisión de dichas 
empresas dentro del mencionado Grupo." 

7. Queda claro así, que desde enero de 1998 la SBS consideraba a la empresa 
Inversiones Latinas como vinculada al Grupo Picasso, apreciándose también 
una incomprensible lenidad de los inspectores al pedirle a los Picasso que en 
caso de que se negasen a considerarla como empresa vinculada, convencieran 
a la SBS de que Inversiones Latinas de tal exclusión, cuando la determinación 
de una empresa como vinculada o no corresponde exclusivamente a dicha 
entidad. En este extremo Sr. Fiscal, debemos solicitar a su Despacho que 
amplíe las investigaciones para determinar el delito de concentración crediticia 
por los millonarios préstamos vinculados concedidos a la empresa Gracia María 
S.A. 

8. Así también, del Informe Nº ASIF "A" -110-VI/98 de fecha 07 de agosto de 
1998, producto de la inspección iniciada el 7/04/98 y concluida el 02/06/98, 
se desprende lo siguiente: "De acuerdo al artículo 203 de la Ley General y a la 
Resolución SBS Nº 001-98, se presume que las empresas que constituyen 
riesgo único pertenecen al mismo grupo económico. En tal sentido, el banco 
deberá registrar y reportar las deudas de las empresas Gracia María SA, 
Inversiones Latinas SA, Inversiones Tempera SA y Latino Leasing SA como 
integrantes del Grupo Picasso Salinas, por lo cual el banco estaría excediendo 
los límites legales". 

9. Queda claro entonces que las autoridades de la SBS estaban plenamente al 
corriente de que los directivos del Banco Latino habían otorgado créditos por 
encima de los límites legales a empresas vinculadas y no denunciaron estos 
hechos en su oportunidad; razón por la que en su oportunidad ejerceremos 
las acciones penales correspondientes contra los que resulten responsables en 
la omisión de obligaciones por parte de esta institución del Estado. 

10. Esta irregular operación crediticia, otorgada excediendo los límites legales, ha 
dado lugar a que la Superintendencia expida la Resolución SBS Nº 0102-99 
de fecha 9 de febrero de 1999 con la cual impone al Banco Latino la sanción 
de multa, por haberle remitido información distorsionada. 

i1 'Asimismo, de la revisión de los créditos otorgados a diversas personas 
naturales se habrían encontrado graves irregularidades respecto a la 
operación por la cual la empresa ARGOS SA, Sociedad Agente de Bolsa por 
medio de sus funcionarios: Enrique Salinas Patrón, César Helfer Reynafarje, 
Ricardo Revoredo Luna, Ernesto Osma Gayoso y David Gaviria D 'Allorso 
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acceden a créditos con la participación de empleados, accionistas y vinculados 
a la empresa. Así, por iniciativa de estos funcionarios, 22 personas naturales 
solicitaron en setiembre de 1997, diferentes préstamos por un total de S./ 19 
221 000 nuevos soles para la suscripción de acciones de Volcán Cía. Minera SA 
(fines especulativos), con el pleno conocimiento que el método utilizado para 
la obtención de dichos créditos posibilitaría inducir a error al Banco, con el 
consiguiente perjuicio económico ocasionado por la falta de pago, lo que 
constituye el delito de estafa denunciado, ya que se aprecia fehacientemente 
la obtención fraudulenta de un provecho mediante mecanismos ilícitos. 

12. En efecto, para la concesión de este crédito los prestatarios ofrecieron como 
garantía el 100% de las acciones por suscribir de la empresa Volean Compañía 
Minera S. A. (precio que atendiendo a las fluctuaciones del mercado podía 
variar), en la cual los funcionarios de ARGOS y del Banco Latino denunciados, 
jugaron un importante rol al posibilitar las operaciones de compra utilizando 
las líneas de crédito en forma directa mediante el débito automático en las 
cuentas corrientes abiertas para tal fin y en las cuales los solicitantes del 
crédito solo aparecían como titulares, sin que medie autorización para ello. 

13. Del Informe de Visita de Inspección Nº ASIF "A"-017-VI/99 , resultante de la 
inspección realizada en el banco por la SBS entre el 10-11-98 y el 29-12-98 
fluye que: "De la muestra selectiva sobre 22 créditos a favor de 
personas naturales, se detectó que los funcionarios del Banco no 
exigieron la información mínima requerida para evaluar a los sujetos 
de crédito y su capacidad de pago a que hacen referencia la Ley 
General y las normas de prudencia emitidas por esta 
Superintendencia, así como las de procedimientos crediticios 
emitidas por la propia empresa". De donde se deduce que los funcionarios 
de ARGOS S.A estuvieron coludidos con diversos miembros del Banco Latino 
para el otorgamiento de los-créditos de forma ilegal como fueron: Pilar del 
Carmen Arana Benavente, Julio Pflucker Arenaza y Alfredo Raffo Castillo lo 
que confirma la configuración del delito de estafa. 

14. De esta manera, utilizando a las 22 personas naturales aludidas se habría 
soslayado que las "garantías tienen carácter subsidiario" y que el criterio de 
evaluación para el otorgamiento de un crédito esta determinado por la 
"capacidad de pago del deudor" que, a su vez, esta definido 
fundamentalmente por su flujo de fondos y sus antecedentes crediticios". Así, 
la capacidad de pago de estos deudores se sustentaba únicamente en sus 
remuneraciones como trabajadores dependientes, las cuales, evidentemente 
resultaban insuficientes para cubrir las cuotas de financiamiento, por lo que la 
posibilidad de recuperar dichas acreencias estaba en función de la realización 
o venta de las acciones de Volcán Cía Minera; con lo cual se evidencia el 
concierto de voluntades para defraudar por parte de los funcionarios de 
ARGOS S.A. y del Banco Latino, denunciados. 
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,S.Así, con la connivencia existente entre funcionarios del Banco Latino y ARGOS 
SA SAB, se implementó el mecanismo idóneo para facilitar la aprobación de 
los créditos y facilitar la disposición patrimonial de abultadas sumas en 
perjuicio del Banco Latino. En efecto, cuando los créditos eran aprobados y los 
m_ontos se desembolsaban a las cuentas de cada uno de los solicitantes, éstos 
eran inmediatamente transferidos a ARGOS con la finalidad de que se 
efectúen las adquisiciones de acciones de VOLCAN; vinculado directamente a 
dicha empresa. 

16. Por esta razón, al vencimiento de los créditos en el mes de septiembre de 
1998, los beneficiados no cumplieron con el pago del capital ni los intereses, 
verificándose incluso que en muchos de estos casos, según se desprende del 
mencionado Informe de Visita Inspección Nº ASIF "A"-017-VI/99 el 
vencimiento de los créditos fue indebidamente aplazado y los intereses 
diferidos, por disposición de la Gerencia General. Ello afectó los Registros 
Contables que componen los Estados Financieros, pues en la información 
remitida a la Superintendecia, con saldos al 30 de septiembre de 1998, lo 
créditos fueron registrados como vigentes, en lugar de vencidos como 
correspondía, consignándose una cartera MOROSA en relación a los créditos 
analizados, mucho menor a la realmente existente; mas aún si pese a las 
indicadas· renovaciones, los clientes beneficiados no cumplieron con cancelar 
los créditos, lo cual evidencia que se calificó fraudulentamente los créditos en 
relación al grado de riesgo de las deudas, con la finalidad de omitir un 
requerimiento mayor de provisiones para créditos de mayor riesgo. 

17. Por tanto, queda meridianamente claro que se propiciaron créditos millonarios 
mediante la presentación de garantías insuficientes o inexistentes obviándose 
dolosamente que en atención a sus limitadas capacidades de pago, no tenían 
como honrarlos. Así, se otorgaron los créditos sin contar, en la mayoría de los 
casos con las declaraciones -patrimoniales de bienes y rentas, flujos de caja, 
etc., a los que hace referencia el artículo 222º de la Ley Nº 26702° (Ley 
General del Sistema Financiero) entre otros requisitos y documentos previstos 
en la Resolución SBS Nº 572-97. De este modo, en el procedimiento propio 
para el otorgamiento, aprobación y desembolso de los créditos, los 
funcionarios denunciados, dolosamente, no han dado cumplimiento a las 
diferentes etapas del Manual de Procesos Crediticios del Banco que establece 
el proceso y metodología de evaluación del cliente, donde se exige desde la 
presentación de la solicitud formal (carta) del crédito, la evaluación de la 
calidad del cliente, su desenvolvimiento crediticio, la verificación de datos, 
para su aprobación y desembolso de las referidas operaciones crediticias, las 
mismas que deben otorgarse una vez cumplidas las exigencias antes 
indicadas. 
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18. Prueba de que la obtención de los créditos se propició únicamente con la 
finalidad de ~iabilizar una operación fraudulenta favorable a ARGOS y sus 
directivos, es el hecho de que, sin que medie autorización expresa de los 
prestatarios, el banco, con cargo a las cuentas corrientes de éstos, adquirió 
dólares para abonar en la cuenta Nº 191607.6-276190.4 cuyo titular es la 
empresa ARGOS S.A. sociedad agente de bolsa con el objeto de suscribir 
acciones de Volean Cía Minera S.A. a nombre de los prestatarios. 
Directamente involucrados en dicha operación estuvieron los funcionarios de 
ARGOS SA SAB: Enrique Salinas Patrón (Presidente del Directorio de Argos S.A 
y Gerente- General), Ernesto Osma Gayoso (Director de Argos S.A), César 
Helfer Reynafarje, y Ricardo Revoredo Luna (Director Gerente de Argos S.A). 

19. En tal sentido, los directivos y accionistas de ARGOS SA SAB en connivencia 
con los funcionarios denunciados del Banco Latino, utilizaron al banco para la 
realización de una operación bursátil que favorecía a la empresa ARGOS. S.A 
(adquisición· de acciones de VOLCAN CIA MINERA SA). Prueba de la estafa 
perpetrada es que el grueso de los prestatarios accedió a créditos millonarios 
no obstante su limitada capacidad de pago, lo que denota que ellos no fueron 
los verdaderos beneficiarios del dinero recibido aunque si tuvieron una 
participación que vuestro Despacho Sr. Fiscal deberá esclarecer. 

20. Una prueba adicional a las mencionadas, está constituida por la Resolución 
del Tribunal Administrativo de CONASEV Nº 012-99-EF/94.12, publicada en El 
Peruano el 7 de abril de 1999, mediante la cual se revocó la autorización de 
funcionamiento a la Sociedad Agente de Bolsa ARGOS SA, por haber permitido 
que empresas pertenecientes al grupo Picasso y las vinculadas a él, hayan 
negociado títulos valores a través de operaciones cruzadas sin contar con un 
respaldo real, lo que esta prohibido por la ley de la materia y que se 
efectuaran estas transacciones mediante coberturas de sobregiros bancarios, 
los mismos que en su mayoría fueron efectuados por el agraviado Banco 
Latino. 

DELITOS COMETIDOS 

I .- DELITO DE CONCENTRACIÓN CREDITICIA 

l. Este ilícito se encuentra regulado por el Art. 244º del Código Penal, de la 
siguiente manera: 

"Artículo 244.- "El director, gerente, administrador, representante legal o 
funcionario de una institución bancaria, financiera u otra que opere con fondos 
del público, que directa o indirectamente apruebe créditos u otros 
financiamientos por encima de los límites legales a favor de personas vinculadas 
a accionistas de la propia institución, será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de cuatro ni mayor de diez años y con trescientos sesenta y 
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cinco a setecientos treinta días-multa, si como consecuencia de ello la institución 
incurre en situación de insolvencia. Serán reprimidos con la misma pena los 
beneficiarios del crédito que hayan participado en el delito". 

2. Estamos ante un delito de naturaleza especial por cuanto sólo podrá ser 
sujeto activo del delito aquella persona que ostente la calidad de "director, 
gerente, administrador, representante legal o funcionario de una institución 
bancaria" y que en virtud de esta relación funcional tenga la facultad de 
otorgar créditos. La conducta típica esta determinada por el otorgamiento de 
créditos o financiamientos de cualquier naturaleza a personas naturales o 
jurídicas con las que los agentes mencionados mantengan un interés 
patrimonial común en base a vínculos societarios o de parentesco, mas allá de 
los límites establecidos por la norma específica, esto es, aquellos que 
determine la Ley General del Sistema Financiero o las entidades reguladoras. 
Cabe señalar que el tipo penal contiene la insolvencia como elemento de la 
figura delictiva en análisis, sin embargo, es errado sostener que dicho 
elemento sea materia de un procedimiento previo en la vía Administrativa, 
pues el propósito y fines de aquella son distintos al proceso penal; en la 
primera el órgano administrativo Superintendencia de Banca y Seguros 
decreta la intervención de la entidad financiera con el propósito de encontrar 
solución a la insuficiencia de capital; por su parte, el proceso penal tiene por 
objeto la probanza de los supuestos por los cuales se abre instrucción. Lé;I vía 
administrativa no califica si un hecho es del ito y carece de facultad punitiva. 

3. La comisión del presente delito por parte de los denunciados es evidente, por 
cuanto los directivos y accionistas del Banco: Jorge Picasso Salinas y Félix 
Navarro Grau, a la vez representantes del accionariado de Inversiones Latinas 
conjuntamente con Ricardo Malachowski Benavides , con la complicidad de los 
funcionarios Julio Pflucker Arenaza (Gerente General) y Alfredo Raffo Castillo, 
(Gerente General Adjunto de1 mismo Banco), le otorgaron préstamos a la 
empresa aludida con la cual evidentemente tienen vinculación por razones de 
gestión y propiedad, en montos que superaban los límites legales sin constituir las 
garantías específicas que el artículo 208 de La Ley General del Sistema Financiero 
y del Sistema de Seguros y Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros, 
requiere para créditos de dicha magnitud. 

4. En efecto, los funcionarios denunciados participaron en el otorgamiento de 
préstamos al Grupo Inversiones Latinas por montos que exceden el límite legal 
del 10% del patrimonio efectivo, sin que por ellos se constituyan las garantías 
específicas que establece el artículo 208 de la Ley general al significar el 
préstamo concedido a Inversiones Latinas el 17.3 % del patrimonio efectivo del 
banco. El exceso sobre el limite legal fue indebidamente garantizado por 5 736 
986 acciones de Latino Leasing SA (empresa cuyos valores no sirven de base 
para la determinación del índice selectivo de la Bolsa de Valores de Lima), 
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siendo el valor de mercado de las mismas, a septiembre de 1998, la suma de S./ 
1.39 por acción. De este modo, la "garantía" constituida sobre el fabuloso 
préstamo otorgado a Inversiones Latinas fue de S./ 7 974 000 millones de soles, 
existiendo un saldo al descubierto de S./ 6 254 000 (S./ 14 228 000 - S./ 7 974 
000). Más grave aún es la comprobación de que dichas acciones servían para 
realizar opéraciones cruzadas, en la cual las mismas acciones estaban 
garantizando otros créditos otorgados a otras empresas del Grupo Picasso y/ o 
vinculados a sus principales accionistas. Este extremo Sr. Fiscal deberá ser 
adecuadamente investigado por vuestro Despacho, atendiendo que su 
comprobación conllevaría a la probanza no sólo de los delitos denunciados, sino 
al de fraude en la Administración de Persona Jurídica. 

Lo antes mencionado corrobora que se habría otorgado a una empresa vinculada 
a los directores del Banco Latino, un crédito por encima de los límites legales, 
habiéndose determinado una posible complicidad primaria del funcionario de 
I nversiones Latinas, don Ricardo Malachowski Benavides (Director de Inversiones 
Latinas). Así, el inadecuado manejo de la Cartera de Créditos, aunado a las 
deficiencias en el seguimiento, control y calificación de los mismos, mediante la 
trasgresión de las disposiciones contenidas en la Ley General y demás 
disposiciones emanadas de la Superintendencia de Banca y Seguros, ha dado 
lugar a la insolvencia estructural del Banco en agravio de los demás accionistas, 
del público ahorrista y, finalmente, del Estado que posteriormente adquirió una 
deuda imposible de recuperar; en beneficio personal de los socios del Banco 
Latino denunciados y la posible complicidad primaria de los directores José Graña 
Miro Quesada y Michael Michell Stafford- Alberto Sparrow Robles- Director del 
Banco Latino, así como de la empresa Inversiones Latinas y sus principales 
accionistas. 

II. DELITO DE ESTAFA 

l. Este il ícito se halla regulado del modo siguiente en el art. 196 del CP: 

"ARTÍCULO 196.- El que procura para sí o para otro un provecho ilícito en 
perjuicio de tercero, induciendo o manteniendo en error al agraviado mediante 
engaño, astucia, ardid u otra forma fraudulenta, será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de uno ni mayor de seis años y, con treinta a 
noventa días-multa " 

2. Conforme al estado actual de la doctrina y la jurisprudencia nacional, se entiende 
que los elementos del tipo objetivo del delito de estafa son: el engaño, el error, la 
disposición patrimonial y el perjuicio, entre todos los cuales debe existir una 
relación causal, es decir de antecedente a consecuente. En tal sentido, los actos 
de engaño realizados por el sujeto activo deben ser la causa del error en el que 
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incurre o se mantiene el sujeto pasivo, de modo que por dicho error, éste realiza 
una disposición patrimonial a favor del autor o de un tercero y que le significa un 
perjuicio patr:imonial. 

3. El delito de estafa es considerado en efecto, por la doctrina dominante, como el 
delito patrimonial por excelencia. La dinámica de esta figura no siempre exige la 
entrega de un bien mediante engaño, sino que habrá también estafa cuando se 
hace que otro ceda un crédito o un derecho o renuncie simplemente al mismo. En 
este sentido se afirma que el elemento material de la estafa está dado por la 
procuración para sí o para otro de un provecho ilícito mediante el uso del engaño. 
Por ende el sujeto activo del delito es el autor del engaño, astucia o artificio, 
mediante el cual induce al error al otro, a fin de obtener, en perjuicio de éste un 
provecho patrimonial ilícito a su favor o para un tercero. El sujeto pasivo del ilícito 
vendría a ser el que sufre el perjuicio en su patrimonio, sea persona natural o 
j urídica, provocado por el error al que fue inducido. 

4. Respecto a la realización de los elementos típicos de la estafa en el caso concreto 
es posible encontrar que los denunciados: Enrique Salinas Patrón (Presidente de 
Argos S.A), Ernesto Osma Gayoso (Director de Argos S.A), Ricardo Revoredo 
Luna (Director Gerente de Argos S.A), Rafael Picasso Salinas, David Gaviria 
Dall'Orso (Sub Gerente de Argos S.A), en connivencia con los funcionarios del 
Banco Latino Julio Pflucker Arenaza, Gerente General y Alfredo Raffo Castillo, 
Gerente General Adjunto; propiciaron el otorgamiento fraudulento de los créditos 
pese a ser conscientes que en atención a su flujo de fondos y limitada capacidad 
de pago de los solicitantes de los créditos, no podrían honrar los mismos. Así, se 
contravinieron disposiciones expresas contenidas en diversas resoluciones de la 
SBS así como en el Manual de Procedimientos Crediticios del Banco. En esta 
maniobra interviene también a modo de ca-autoría Pilar del Carmen Arana 
Benavente responsable de la aprobación de los cséditos, quien no efectúa la 
debida evaluación y el control -del cumplimiento de las formalidades previas al 
desembolso de las operaciones de crédito. 

S. De esta manera se habría dado el elemento configurativo del tipo consistente en 
el engaño, el cual habría operado no sólo en agravio de la persona jurídica Banco 
Latino al haberse calificado como normales créditos que no debieron concederse 
o con insuficientes garantías, con el consiguiente perjuicio patrimonial, sino 
también en perjuicio de los terceros ahorristas que depositaban su dinero en el 
banco confiados en su aparente solidez financiera y en completa ignorancia de 
los sórdidos manejos realizados por sus directivos. Asimismo, el engaño 
desplegado habría revestido carácter de idoneidad en la medida que hizo incurrir 
en error a los ahorristas los cuales seguían depositando su dinero en la 
institución financiera. 

Por tanto: 
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A Ud. Sr. Fiscal pedimos: Admitir la presente denuncia, realizar la investigación 
preliminar que considere necesaria y, en el más breve plazo posible, formular la 
denuncia pertinente ante el Poder Judicial. 

PRIMER OTROSI DECIMOS: Adjuntamos las siguientes pruebas: 

1. Copia del Informe de Inspección de la SBS Nº ASIF "A"- 012-VIE/98; en el que 
se constata las irregularidades cometidas en el otorgamiento de créditos a 
personas vinculadas 

2. Copia del Informe de Inspección de la SBS Nº ASIF "A"- 110-VI/98; en el que 
se evaluó la clasificación de la cartera de créditos y se estableció que el banco 
no aplicó las provisiones legales necesarias para el otorgamiento de crédito 

3. Copia del Informe de Inspección de la SBS Nº ASIF "A"- 017-VI/99; en el 
mismo que se determina el inadecuado manejo de la cartera de credito y otros 
activos de la empresa y las deficiencias en el seguimiento, control y 
calificación de las mismas. Constatándose además que la cartera atrasada se 
encontraba por debajo de su valor real. También se indica que los créditos 
otorgados que tenían la finalidad de servir como capital de trabajo, fueron 
usados para la suscripción de las acciones de Volean Cia. Minera S.A. a traves 
de la empresa. ARGOS S.A. sociedad agente de bolsa conformante del grupo 
Picasso. •• 

4. Copia del informe Nº 075-99-LEG de 25 de enero de 1999 remitido a la Señora 
Socorro Heysen Zegarra, quien ejercía el cargo de Superintendente Adjunta de 
Banca; en el mismo se detallan todas las irregularidades cometidas en el 
otorgamiento de creditos a personas vinculadas, y se determinan las 
responsabilidades de los funcionarios del banco recomendándose diversas 
sanciones para los mismos. 

S. Copia de la Partida Registra! Nº 00910643 perteneciente a la empresa 
Inversiones Latinas S.A 

6. Copia de la Partida Registra1-Nº 00771406 perteneciente a la empresa Argos 
S.A Sociedad corredora de valores 

7 . Copia de la Partida Registra! Nº 00722650 perteneciente a la empresa Crónico 
8 . Copia de la Circular Nº 2995 de fecha 12 de junio de 1996 emitida por el 

Banco Latino; en la que se señalan las funciones de la Gerencia de Contraloría 
de Creditos asi como de los cargos subordinados a esta. 

9. Copia de la circular Nº 3000 de fecha 25 de junio de 1996 emitida por el 
Banco Latino; en la que se hace una descripción de los objetivos, 
responsabilidades y características del Sistema de Control de Contratos de 
Créditos 

10. Copia de la circular Nº 3160 de fecha 15 de enero de 1998 emitida por el 
Banco Latino; en la que se describe la forma en la que se adecuo el banco 
respecto a la nuevo Reglamento para la Evaluación y Clasificación del Deudor 
y un nuevo régimen de provisiones establecido por la resolución SBS-572-97 
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11. 

12. 

13. 

14. 

15. 

16. 

17. 

18. 

Copia del Memorandum Nº 235-98/FD A; en la que se señala cuales son los 
clientes que podrán tener la fecha de vencimiento de sus créditos 30 días 
después de la fecha original sin cargar algún costo adicional. 
Copia del Manual de Otorgamiento de Créditos del Banco Latino vigente al 
momento en el que se. c;:onc~di1:roQ los c:réditos materia de denuncia. 
Copia de la resolución SBS Nº 0109-99 del 16 de febrero de 1999 en el que se 
responsabiliza al directorio del Banco Latino así como a otros funcionarios por 
el incumplimiento de las normas pertinentes para el otorgamiento de créditos 
bancarios 
Copia de Memorandum Nº 244-98/FD A, por el que los funcionarios del Banco: 
Francisco D' Angelo y Ana María Herrera modifican los vencimientos de 
pagarés de los créditos. 
Copia de la resolución SBS Nº 0120-99 del 18 de febrero de 1999 por la que 
se autoriza al Dr. Wilber Yabar Soria para que en representación de la 
Superintendencia formule denuncia penal contra quienes resulten 
responsables de las irregularidades cometidas por los funcionarios del Banco 
Latino. 
Copia del anexo N 3 del informe de Visita de inspección SBS Nº ASIF "A" -
017-VI/99 relativo a la clasificación de créditos realizado por el Banco Latino. 
Copia de la carta remitida por el ex Presidente del Directorio del Banco 
Latino, Jorge Picasso Salinas, al ex Superintendente de Banca y Seguros, 
Martín Naranjo, de fecha 21 de Agosto de 1998, por la que el señor Picasso 
expone sus argumentos respecto a porqué la SBS no debía considerar a 
Inversiones Tempera SA, Gracia María SA e Inversiones Latinas SA como 
pertenecientes al Grupo Picasso. 
Copia de los expedientes crediticios de las personas y empresas 
comprendidas en la presente denuncia. 

SEGUNDO OTROS! DECIMOS: Que es necesario establecer las responsabilidades 
de los Directores del Banco Latino: José Graña Miró Quesada, Michael Michell 
Staford, Alberto Sparrow Robles y Alfredo Picasso Salinas en la Comisión del delito 
de concentración crediticia , toda vez que durante su gestión en el directorio del 
Banco, entre 1997 y 1998, fueron concedidos los créditos a Inversiones Latinas, por 
consiguiente, de conformidad con la Ley del Sistema Financiero, son solidariamente 
responsables; razón por la cual sol icitamos la investigación preliminar de vuestro 
Despacho. 

Del mismo, solicitamos investigación prel iminar a la persona de Ricardo Malachowski 
Benavides, Director de Inversiones Latinas, toda vez que durante su gestión en el 
directorio se obtuvo la cncentración de créditos a favor de dicha empresa por parte 
del Banco Latino. 
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TERCER OTROSÍ DECIMOS: Que es necesario establecer las responsabilidades de 
Víctor Hudtwalcker Burgos (Gerente de Contraloría de créditos), Sebastián 
Tamindzija Cencic (Gerente de la División de Auditoría Interna), Mario Rivadeneyra 
Araujo (Sub Gerente General del Departamento de Auditoría de Créditos). Asimismo, 
de Luis Barriga Olmos (Sub Gerent~ del Área de Administración de Créditos) y Néstor 
Byrne Uranga (Sub Gerente Adjunto del Área de Administración de Créditos) quienes 
no efectúan la debida evaluación y el control del cumplimiento de las formalidades 
previo al desembolso de las operaciones de crédito. 

Asimismo, de Francisco D' angelo M. quien junto con Ana María Herrera B. 
modificaron los vencimientos de pagarés con el claro propósito de mantener en 
engaño al Banco, lo que le continuó irrogando perjuicios pecuniarios haciéndolo caer 
finalmente en situación de insuficiencia financiera estructural, motivo por el cual fue 
sometido a Régimen de Vigilancia el 7 de diciembre de 1998. 

TERCER OTROSÍ DECIMOS: Que se investigue la responsabilidad penal de los 
señores Wolfgang Pedal Beunza y Juan Pazos Battistini quienes asumen el cargo de 
dlrectores de Inversiones Latinas en noviembre de 1998. 

CUARTO OTROSI DECIMOS: Que solicitamos a vuestro Despacho la investigación 
preliminar de las personas naturales que participaron en la obtención de los créditos, 
a fin de que se clarifique el grado de participación que hubieren tenido en el delito 
de estafa denunciado; cuyos montos y nombres son los siguientes: 

13 CDI - LUM



19. Lui~~Qfrños: Mogr,Óve} 
't: ' .• . . , ·~ 

20. Gianina-Devoto -Susti 
• : ·.. . ...,,.,, .• ' . ·..;.., -;-.a,.. 

22. L.:uis Cueva Baldovih • 

QUINTO OTROSI DECIMOS: Que, se ha retirado del pedido de investigación 
efectuado en el Cuarto Otrosí, a familiares y empresarios que, por información 
recibida en nuestra Comisión Investigadora, su participación se habría limitado a 
suscribir la documentación que le era solicitada por Jorge Picasso Salinas, en su 
condición de encargado de los negocios familiares en unos casos y, en otros casos, 
no han tenido conocimiento de los hechos en los que han incurrido los funcionarios 
denunciados; sin perjuicio de que vuestro Despacho proceda conforme a sus 
atribuciones. Dichas personas y montos son: 

SEXTO OTROSI DECIMOS: Que, solicitamos se realice una investigación 
preliminar por el delito de Concentración Crediticia por parte de los funcionarios 
denunciados y los principales directivos de Gracia María S.A.; empresa que, como se 
desprende de las Visitas de Inspección efectuadas por la SBS, también ha sido 
beneficiada con el otorgamiento de créditos por importantes suma de dinero. 

JAVIER D 

- Lima, 06 de Marzo del 2002 

VVALt~~ERÓN 
Congresista de la República 
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AXIM L REJO// 
Congresista dé ra República· 

,/' 
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CONGRESO DE LA R f.P(BUCA 

OFICIO N° 125-2002-,:0C fCl~C .. · 

Lima, 29 de Enero del 2002 

Señor 
LUIS IBERICO NUÑEZ 
Presidente de la Sub-Comisión Investigadora 

- 1 de la Denuncia Consti ucional F\lo . 58 
_Presente . -

( 

De mi consideración 

Por el presente hago llegar a u:;ted mis saludos ;.;ord,a1e~ . eri calidad •.il" ,, -3s1dente 
de la COMISIÓN INVEST1GAC·'.:.lR.A. Df. LOS DE.n 0:3 Ec c.i t✓(lr-,ilCOS y F:NANClEP.QS 
COMETIDOS EN1RE 1990-20(.í 

Por el presente me perrn,t-✓ comunicarle que, en relación :1i ir.forme y tier:ur·clas quP 
la Comisión Investigadora que ¡,i-esido. prnsentó sot,re :a transferencia e·:: ,;1::,c1ones 
de la Empresa Agroir¡dustíial FJca!á S. A. A. hen:Ofi nmñdc co: ocimiento (Je nuevos 
hechos y evidflncias present,;d0s con po~ tarioridad a IR elaboración de nuestro 
Informe so re dicho cr.:1.:,O. Por le tanto, nuestra Com.s,.'.m 1n,1sst!gadora cumple cori 
adjuntar al presente un ln:orn e, . ...,omplementorio en ~11 q'"e se de1allém estos hechos 
y adjuntarnos el 1ega¡o proh.:i 1:0 ··1c en relación a ést<.:s. ,:1 efectos que sean rn~íit Jados 
por su Despache. 

Hago propicia la ~¡ portu ri1dad ~. ar~.l ,eit8rnrle las cons1~:ero::10,1es dn rr.i mayo· es irna 
persona!. 

Ate.r:t.Jme•,ü,: , 

ORIGINA~. Fr, 4ADO 
-«=--==-- - :u:- - .... : ./••· •• • 
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HECHOS NUEVOS A CONSIDERARSE RESPECTO A · LA 
TRANSFERENCIA DE ACCIONES DE PUCALA S.A: 

Luego de presentado el informe final y las denuncias sobre la transferencia de 
acciones de la empresa azucarera en cuestión, el 22 de enero del presente año y a su 
solicitud, se presentaron ante la Comisión los señores Jaime Mur Campoverde, 
representante de Cromwell Assets S.A., Arturo Woodman Polit, Ex Presidente del 
Cepri Azucarero y Enrique Díaz Ortega, Ex Presidente de la Conasev. En la 
mencionada sesión, la Comisión tomó conocimiento de hechos nuevos los mismos 
que se sustentaron con nuevos medios probatorios que a continuación analizamos: 

J.- Sobre las cartas notariales de Revocación de Ordenes de Venta suscritas por 
los accionistas trabajadores y jubilados de Pucalá : 

La Comisión, en su informe final presentado sobre Pucalá, hace referencia a la 
existencia de aproximadamente 600 cartas notariales que fueron suscritas por los 
trabajadores de 1a empresa Agroindustrial Pucalá, con la finalidad de revocar las 
ordenes de venta suscritas con Wiese SAB . Dicha inf01n1ación fue proporcionada a 
la Comisión por una carta de Conasev que pide a Wiese SAB que se pronuncie 
respecto a las referidas 600 cartas, pero nunca fueron remitidas las mismas a la 

omisión. 

De nuevas declaraciones del señor Jaime Mur Campoverde, realizadas después de 
presentadas las denuncias, se desprende que de las aproximadamente 600 cartas 
notariales, restando las repetidas, únicamente existirían 578. Asimismo señala el 
señor Mm Campoverde que al confrontarse la relación de estas 578 personas con la 
relación de las personas que vendieron sus acciones en Bolsa, únicamente 116 de 
éstas habrían vendido sus acciones en dicho organismo centralizado de negociación , 
bursátil. Así, supuestamente existirían 462 personas que remitieron cartas notariales 
revo ando Ordenes de Venta sin haber vendido una sola acción en la bolsa de 
valores de Lima, los mismas que continúan siendo accionistas de Pucalá. 

El sefi.or Mur Campoverde refiere que la totalidad de cartas remitidas a la Bolsa de 
Valores de Lima con la finalidad de paralizar la negociación bursátil serían falsas. 
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Asimismo, respecto a las 116 personas que si vendieron sus acciones en Bolsa y 
supuestamente habrían enviado cartas notariales a Wiese SAB revocando sus 
autorizaciones de venta, el señor Mur Campoverde afirma que dichas 
comunicaciones también serían apócrifas. En tal sentido, ha adjuntado como prueba 
de la falsedad de los mencionados documentos, los contratos de Ordenes 
Irrevocables de Venta firmados por los trabajadores con Wiese SAB así como los 
recibos de pago suscritos por los trabajadores al recibir el afriero producto de la 
enajenación de sus acciones conjuntamente con los documentos de identidad de 
todos ellos. 

Sobre ello, es necesario advertir, que de una simple comparación entre las firmas 
consignadas en las Ordenes irrevocables de venta, recibos de pago y los 
Documentos de Identidad; y las consignadas en las cartas notariales que revocarían 
las autorizaciones de venta, se pueden apreciar sustanciales diferencias, coligiéndose 
que estas serían falsificadas. 

Corrobora lo antes mencionado y la posibilidad de que tales cartas hayan sido 
falsificadas, el hecho de que el Juez de Paz que legalizara las mismas, señor 
Humberto Pérez Vázquez, en declaraciones vertidas ante la Comisión, admite que a 
él le presentaron un legajo conteniendo centenares de cartas las mismas que 
"certificó" sin que los supuestos firmantes estuviesen presentes con sus respectivos 
documentos de identidad. Así lo admite el señor Pérez Vásquez al señalar lo 
siguiente en una sesión reservada de la Comisión, de fecha 22 de enero del 2002: 
"Bueno, para mí era legal, porque eran unas cartas notariales que ya estaban 
debidamente firmadas. Lo ilegal sería de que yo debería ver que en mi 
presencia firmen las personas interesadas; en este caso, por eso reitero, yo me 
confié mucho de Ricardo mas que todo, por que con él nos conocemos mucho 
tiempo y no pensé que me iba a ser ésta jugada, ¿no?" 

El señor Pérez Vásquez refiere que quien lo invitó a legalizar las referidas cartas 
notariales fue, el ese entonces, Jefe de Relaciones Públicas de Pu.calá, Ricardo 
Zapata Villasís, habiendo participado en dicha rewüón también los señores 
Grimaldo Javier Miomasa, Cesar Vásquez Sánchez y Lucho Domínguez. 

Cabe indicar que un caso similar es expuesto en el informe final que presentó, el 11 
de julio del 2001, la Sub Comisión Investigadora de transferencias de acciones de la 
empresa azucarera Chucarapi Pampa Blanca en la que su presidente, el ex 
congresista Willy Serrato Puse, en su primera conclusión señala que "el juez de 
paz letrado del Distrito de Cocachacra decla1·a que las firmas no fueron puestas 
en su presencia, siendo el señor Policarpio Coaquira (Presidente de la Comisión 

CDI - LUM



• 

CONGRESO DE LA REPÚBLI CA 

... 

de Venta) quien le presentó_ la relación con las firmas ya puestas, siendo 
adicionalmente sorprendido ya que figuran como firmantes personas fallecidas 
con anterioridad a tal acto". Ante tal acto se recomienda en su informe, al tratar de 
sorprender a los señores congresistas, que ésta actitud deba ser denunciada al 
Ministerio Público. 

Siendo así, la Comisión recomienda se practiquen las pericias grafotécnicas del caso 
a efecto de constatar si las aludidas cartas revocando las ordenes de venta fueron 
suscritas por los en ese entonces titulares de las acciones de Agroindustrial Pucalá o 
en su defecto, por terceras personas con fines subrepticios. 

11.- Con respecto a los cargos por delito de peculado imputados al Ex 
Presidente del CEPRI Azucarero Arturo Woodman Pollit y al Ex Ministro de" 
Pesquería y Ex Presidente de la COPRI Gustavo Caillaux: 

.La Comisión ha denunciado por Delito de Peculado a los señores antes mencionados 
en razón a que las acciones del Estado en la Empresa Agroindustrial Pucalá S.A, 
según lo disponía el artículo 13 del Decreto de Urgencia 049-99 modificado por el 
artículo 1 del Decreto de Urgencia 051-99, debían venderse "al mejor precio 
ofrecido en la subasta, incluyendo en él todo concepto que se hubiere 
comprometido a cualquiera de los accionistas siempre que, a la fecha de 
efectuada la subasta y/o cualquier otro mecanismo centralizado de 
negociación, exista resolución aprobatoria de acogimiento al beneficio de la 
capitalización de deudas tributarias". 

En tal sentido, al existir dos precios sobre las acciones puestas en venta según las 
bases de la subasta: 1.60 por las acciones del Estado o por acciones de trabajador 
activo y 3.20 soles por acciones de los jubilados o de trabajadores que se jubilasen u 
optasen pm~ renunciar, la Comisión consideró que las acciones del Estado debieron 
venderse a S./ 3.20 soles y no a S./ 1.60 soles como se vendieron. Siendo así, y en 
la medida que se habría causado un pe1juicio al 'erario por una enajenación de las 
acciones de propiedad del Estado a menor precio, se denunció por peculado al Ex 
Presidente del CEPRJ azucarero y al Ex Ministro de Pesquería Gustavo Caillaux. 

Asimi smo, según la aludida norma, el CEPRI azucarero era el encargado de otorgar 
las opciones de compra referidas en el pánafo precedente. 

Sobre el pa1iicular, la Comisión ha recabado en los últimos días la versión de los 
denunciados, respecto a que las opciones de compra a las que se refiere el artículo 
l del decreto de urgencia 051-99 modificatorio del artículo 13 del decreto 049-99, 
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eran sobre las acciones que resultaran de futuras capitalizaciones de acreencias que 
realizaría el Estado en la Empresa Agroindustrial Pucalá respecto a diversas deudas 
que aún mantenía dicha empresa con el Estado. 

Asimismo, arguyen que la finalidad de dicha norma era que el inversionista que 
adquiriera el paquete mayoritario, ya sea en subasta o en otro mecanismo 
centralizado de negociación, tuviera preferencia para adquirir las nuevas acciones 
que resultaran de la capitalización que realizaria el Estado. De esta forma el 
inversionista aseguraba su control societario y ev itaba que el paquete accionario 
adquirido se viese diluido .a consecuencia de una capitalización de acreencias 
millonaria por parte del Estado. 

Para corroborar lo aducido anteriormente, el señor Arturo Woodman Pollit nos ha 
hecho llegar, como pruebas nuevas, copias de las cartas 290, 291 y 339 /99 CEPRJ 
Ind. Azucarera de fecha 8 de junio de 1999 las dos primeras y 1 de julio de 1999 la 
última, en las que se comunicó a la Doctora Maria Li la fwasaki, Directora Ejecutiva 
de la Oficina de Jnstituciones y Organismos del Estado y al señor Boris Ljubicic, 
que de acuerdo a los registros de la Cepri Azucarera, el porcentaje del Estado por 
concepto de capitalizaciones de acreencias realizadas era de 12.96 % y que el valor 
de las acciones era de S/. 1.60 soles según la oferta mayor presentada en la subasta 
internacional y de acuerdo al capítulo VII de las bases de la subasta. Es decir, con 
anterioridad a la emisión del decreto de urgencia 051-99, durante la subasta, ya se 
había pactado el precio de SI. 1.60 para la venta del 12.96% de acciones 
pertenecientes al Estado por lo que no existiría perjuicio para éste. 

... Adicionalmente presenta el "Contrato de Opción de Compra Venta" suscrito entre 
Consorcio Yzaga Paramonga (representado por Jaime Yzaga y Jaime Mur) y el 
Presidente del CEPRJ Azucarero, Arturo Woodman Pollit, de donde se colige que 
las opciones de compra que otorgaría el CEPRI sobre las acciones del Estado a las 
que alude el Decreto de Urgencia 051-99, eran sobre acciones futuras (resultantes de 
una eventual capitalización). Cabe resaltar a su vez, que a la fecha, dicha opción 
aún no ha sido ejercida, manteniéndose la deuda tributaria de Agroindustrial Pucalá 
con el Estado peruano. 

No obstante, cabe precisar que ello no se desprendía con claridad del Decreto de 
Urgencia No. 051-99 lo que ameritó la denuncia de la Comisión. 

En consecuencia, es necesario se meritúe el Contrato de Opción de Compra Venta" 
y las otras nuevas pruebas antes mencionadas ya que; del análisis de las mismas, el 
ilícito de peculado no se habría configurado, debiendo resaltarse que ni el Sr. Arturo 
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Woodman ni el Sr. Jaime Mur hicieron referencia al mencionado contrato en sus 
presentaciones iniciales ante la Comisión. 

Finalmente, es necesario señalar, que el señor Woodman Pollit, conjuntamente con 
el contrato antes señalado, nos hizo llegar la carta No. 393/99 CEPRI Ind. Azucarera 
de fecha 05 de agosto de 1999, misiva en la que comunicaba a Manuel Mendoza -
Presidente de la Comisión de Venta que la transferencia de acciones no podría 
realizarse el día de mañana ( entiéndase 6 de agosto de 1999) en virtud a que parte 
de las acciones de propiedad del Estado que se encontraban en diferentes 
instituciones, no habían podido transferirse en su totalidad, pero que la transferencia 
se produciría los primeros días de la siguiente semana. Asimismo, en dicha caiia el 
señor Woodman le comunica al Presidente de la Comisión de Venta que en la 
empresa Pucalá existían 55 millones de soles en deudas tributarias que tendrían que 
ser capitalizadas después de la transferencia. 

En contraste con esta carta se encuentra otra carta de la misma fecha, también 
dirigida al Presidente de la Comisión de Venta, Manuel Mendoza, de la que se 
desprendería un abierto favoritismo por parte de Arturo Woodrnan hacia el postor 
Jaime Mur Campoverde así como el reconocimiento expreso del Sr. Woodman de 
que el Cepri azucarero se habría irrogado las funciones de la Comisión de Venta, 
con la supuesta complacencia del Presidente de esta. Sobre el particular, cabe 
resaltar que el señor Woodrnan sostiene tajantemente que el contenido de dicha 
misiva no es de su autoría y que se habría consignado al final de la misma copia de 
su firma con la finalidad de pretender hacerla pasar como verdadera. 

En atención a lo expuesto, consideramos conveniente que tanto la Sub Comisión 
presidida por el Congresista Luis Iberico así como la Fiscalía Especializada en 
Delitos Contra la Administración Pública y Conexos, merituen tales argumentos a 
la hora de establecer las responsabilidades por el delito de peculado denunciado. 

III.- Respecto de los descargos presentados por el Ex Presidente de Conasev 
Enrique Díaz Ortega 

El señor Emique Díaz Ortega en sus descargos presentados hace referencia a que 
CONASEV es un organismo que tiene como función velar porque no hayan 
distorsiones en el mercado, en tal medida, sostiene que ellos no contaban con 
elementos suficientes para decidir una suspensión de las negociaciones en forma 
inmediata. En ese sentido , manifestó que únicamente se decidió a suspender la 
negociac1011 Ele las acciones cuando los dirigentes de Pucalá en virtud al 
comunicado de fecha 20 de agosto de 1999 publicado en el diario Gestión 
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manifestaron su decisión de anular los certificados de acciones entregados a Wiese 
SAB y emitir nuevos certificados de acciones. En tal contexto, el señor Díaz 
Ortega sostiene que en aras de velar por la seguridad bursátil y a efecto de que no 
existieran dos certificados de acciones idénticos en el mercado, procedió a la 
suspensión de la negociación bursátil respecto a las acciones que, a la fecha de 
expedirse la resolución, aún no se babian desmaterializado, no alcanzando dicha 
suspensión al 56 % de acciones de Pucalá que ya hábían sido desmaterializadas por 
CAVALI. 

IV.- Respecto a los miembros de la Comisión de Venta de Pucala 

Con respecto a los señores Armando Inga Castillo y Luis Antonio Galloso 
Carmona, miembros de la Comisión de Venta de Acciones de Pucalá, que fueron 
sentenciados en primera instancia por delito de contra la Fe Pública por 
Falsificación de documentos tal como se describió en el informe final , la Corte 
Superior de Justicia de Lambayeque los ha Absuelto de los delitos : denunciados, 
ordenando, con fecha 21 de enero del 2001, el archivamiento del caso. Esta 
denuncia se realizó debido a que la Comisión de Venta distribuyó unos 
comunicados que posteriormente fueron falsificados, los mismos que en el proceso 
judicial no se acredito su autoría a las personas antes mencionadas. 

Adjuntamos al presente los siguientes documentos: 

1) Copia de las 116 cartas notariales de los trabajadores que si vendieron sus 
acciones en Rueda de Bolsa, de sus respectivos DNI así como ele los 
recibos de pago debidamente suscritos por los aceptantes, otorgados por 
WIESE SAB por las acciones vendidas. Conjuntamente se adjuntan las 
supuestas 116 cartas notariales de revocatoria de órdenes de venta suscritas 
con WIEES SAB, de las que se advierte sustanciales diferencias respecto a 
las firmas consignadas en las órdenes irrevocables de venta, recibos de pago 
y DNI de los titulares de las acciones vendidas, por lo que se presume serían 
falsificadas. 

2) Copia de las 462 cartas notariales revocando ordenes de venta con WIESE 
SAB, cuyos supuestos firmantes serían trabajadores que no vendieron sus 
acciones en Rueda de Bolsa y continúan siendo accionistas de Pucalá. Se 
anexa diversos documentos como declaraciones juradas y DNI de algunos 
de ellos, de los que se aprecian ostensibles diferencias respecto a la rúbrica 
consignada en las aludidas cartas revocatorias, las que se presume serían 
falsificadas. 
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3) Copia de la transcripción de la ses1011 reservada de la Comisión 
Investigadora de Delitos Económicos y Financieros 1990-200 1 en la que 
declararon los señores: Jaime Mur Carnpoverde, Humberto Pérez Vásquez, 
Enrique Díaz Ortega y Arturo Woodman Pollit. 

4) Copias de las cartas 290, 291 y 339 /99 CEPRI Ind. Azucarera de fecha 8 de 
junio de 1999 las dos primeras y 1 de julio de 1999 la última, en las que se 
comunicó a la Doctora Maria Lila Iwasaki, Directora Ejecutiva de la 
Oficina de Instituciones y Organismos del Estado y al señor Boris Ljubicic, 
que de acuerdo a los registros de la Cepri Azucarera, el porcentaje del 
Estado por concepto .de capitalizaciones de acreencias realizadas era de 
12.96 % y que el valor de las acciones era de SI. 1.60 soles según la oferta 
mayor presentada en la subasta internacional y de acuerdo al capítulo VII de 
las bases de la subasta. 

5) Copia de la ficha registra! Nº 785 del Registro Mercanti l de Chiclayo en la 
que se desprende que la empresa Agro Jndustrial Pucalá ya había emitido 
acciones por el 12.96 % por concepto de capitalización de deudas a la 
SUNAT, lPSS y ONP. 

6) Copia del "Contrato de Opción de Compra venta" suscrito entre Consorcio 
Yzaga Paramonga (representado por Jaime Yzaga y Jaime Mur) y el 
Presidente del CEPRI Azucarero, Arturo Woodrnan PoJlit, de donde se 
colige que las opciones de compra que otorgaría el CEPRl sobre las 
acciones del Estado a las que alude el DU 051-99, eran sobre acciones 
futuras (resultantes de una eventual capitalización) . 

7) Copia de la relación de accionistas de la Empresa Agroindustrial Pucalá 
SA que se sindicaron y vendieron sus acciones. 

8) Copia de la relación de operaciones de venta de acciones de Pucalá, 
realizadas los días 2 y 3 de septiembre de 1999, a través de Wiese SAB así 
como relación de acciones registradas bajo anotación en cuenta en la 
cuenta matriz de WIESE SAB, documentos remitidos por CA V ALI a 
WIESE SAB a solicitud de Sonia Obregón, Gerente de Control Interno y 
Administración de WIESE SUDAMERIS SAB, el día 11 de enero del 
2002. 

9) Copia del Informe elaborado por CA VALI respecto a la transferencia de 
valores de la Empresa Agroindustrial Pucalá SA ocurrida los días 2 y 3 de 
septiembre de 1999. 

1 O) Copia del DNI de Humberto Pérez Vásquez, Juez de Paz de la provincia de 
Pátapo, quién declara ante Ja Comisión haber "legalizado" las cartas 
notariales que supuestamente revocarían las ordenes de venta, sin contar 
con la presencia ni documentos de identidad de los supuestos firmantes. 
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11) Copia de recortes periodísticos donde se refieren a la sentencia expedida 
por el Décimo Primer Juzgado Especializado en lo Penal de Chiclayo, 
condenando a los responsables del homicidio de los señores Leonidas 
Coronel Sánchez y Luis Coronel Tones. 

12) Copia de la carta de fecha 05 de agosto de 1999 que el señor Arturo 
W oodman Pollit reconoce como verdadera y que remitiera al Presidente de 
la Comisión de Venta dé Pucalá, señor Manuel Mendoza. 

13) Copia de la carta de fecha 05 de agosto de 1999 que el señor Arturo 
Woodman Pollit alude en sus declaraciones como falsa. 

14 )Copia del informe del caso Chucarapi Pampa Blanca presentado el 11 de 
junio del 2001 ante la comisión de Fiscalización. 

15)Copia de la sentencia de la corte Superior de Lambayaque donde se 
absuelve a los citadas personas. 

Lima, 14 de febrero del 2002 
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WALTER ALEJOS1CALDERÓN 
Congresista de la República 

KUENNEN FRANCESA MARABOTTO 
Congresista de la República 
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Congresistfu de la República 
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